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  Foja 12
Exp. 98/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA



	EXP. 98/2019

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL, DIRECTOR DE POLICIA VIAL, TESORERO MUNICIPAL Y POLICÍA VIAL QUIEN APLICÓ LA BOLETA DE INFRACCIÓN **********, TODAS DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ.
TERCERO INTERESADO:**********

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA      MALDONADO.



	


San Luis Potosí, S. L. P., a treinta de mayo del dos mil diecinueve. 

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 98/2019, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal, el ocho de febrero de dos mil diecinueve, el C. **********, promovieron juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas al Director General de Seguridad Pública Municipal, Director de Policía Vial, Tesorero Municipal y Policía Vial quien aplicó la boleta de infracción **********, Todas Del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, y señalando como actos impugnados los siguientes;
II.- En auto de fecha trece de febrero se recibió el escrito de demanda del actor, y visto que de un análisis se advirtieron diversas imprecisiones, se le requirió para que en un plazo de cinco días hábiles aclarara y precisara si también impugnaba la boleta de infracción folio **********, la cual se desprende su existencia del recibo de cobro serie **********, folio **********; además si deseaba señalar como tercero interesado en el presente juicio a la empresa denominada **********; apercibido que de no hacerlo se acordaría lo conducente.
III.- En auto de fecha uno de marzo del año actual, se tuvo a la parte actora por dando respuesta al requerimiento formulado en proveído de trece de febrero, y señalando como actos impugnados los siguientes:

“…A) La emisión y aplicación en mi perjuicio el recibo de cobro con número de folio **********, serie A, de fecha 14 de enero de 2019, por la cantidad de $8544.00 (ocho mil quinientos cuarenta pesos 00/100 M.N.)

B) El cobro de lo indebido de la pensión denominada ********** con número de orden de salida 14612 de fecha 14 de enero de 2019, por la cantidad de $1079.00 (un mil setenta y nueve pesos 00/100 M.N.)
C) La multa de infracción con número de folio **********…”
Así mismo, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, y al tercero interesado  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestaran lo que a su derecho conviniera.

IV.- En acuerdo de fecha veintiocho de marzo de dos mil diecinueve se advirtió que el tercero interesado no se apersonó a juicio, y que la diversa autoridad demandada Director de Tránsito y policía vial de Soledad de Graciano Sánchez no contestó la demanda al no acreditar la personalidad con la que compareció, por lo que se les hizo efectivo el apercibimiento formulado en auto de uno de marzo del año actual y se les tuvo por precluido su derecho al primero para apersonarse a juicio y al segundo por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
En cuanto a las diversas demandadas, Director General de Seguridad Pública Municipal, Tesorero Municipal y Policía Vial, se les tuvo por contestada la demanda, mediante escritos presentados el veintiséis de marzo de dos mil diecinueve.
Así mismo, se admitieron las siguientes pruebas; 

A la parte actora;
· Copia certificada de la boleta de infracción con folio **********, acto impugnado en el presente juicio, misma que exhibo la diversa autoridad demandada; 
· Original del recibo de pago serie y folio **********, expedido por la Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el catorce de enero de dos mil diecinueve;
· Copia simple de la credencial para votar, expedida por el Instituto Federal Electoral, a favor de la parte actora;
· Copia simple de la factura serie y folio **********, expedida por **********, endosada a favor de la parte actora; 
· Impresión de la fotografía de la orden de salida número **********, expedido por **********”;
· La presuncional legal y humana;
· La instrumental de actuaciones.
Al Director de Área/Comisario adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y al Tesorero Municipal, ambos del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, las siguientes:
· Copia debidamente certificada de su nombramiento respectivo; 

· La instrumental de actuaciones;

· La presuncional legal y humana.

Al Policía adscrito a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, las documentales consistente en:

·  Copia debidamente certificada de su nombramiento, expedido el 20 de noviembre de 2018, por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; 

· Copia certificada de la credencial de identificación, número **********, expedida a favor de **********, Grado Policía, por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.;

· Copia certificada de la boleta de infracción con folio **********; 

· Copia certificada de puesto de prueba alcotest **********;

· Copia certificada del Certificado de revisión medico al C. **********, expedido en fecha 11 de enero de 2019, por la Doctora **********, Medico perito Evaluador;
· La instrumental de actuaciones;

· La presuncional legal y humana.
Por último, se señalaron las diez horas del veinticinco de abril de dos mil diecinueve para el desahogo de la audiencia de Ley.

V.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, y se hizo constar la inasistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, y contestación, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en período de alegatos, el Secretario certificó que no fueron formulados por las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2 párrafo segundo,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Esta Sala Unitaria procede a analizar la existencia de los actos impugnados:
1.- Respecto el acto impugnado que el actor señaló como “recibo de cobro con número de folio **********, serie **********, de fecha 14 de enero de 2019, por la cantidad de $8544.00 (ocho mil quinientos cuarenta pesos 00/100 M.N.); su existencia quedó acreditada con el original de dicho documento, el cual obra agregado a foja 14 de autos, y merece pleno valor probatorio de conformidad con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
2.- La existencia de la boleta de infracción con número de folio ********** quedó acreditada con la copia certificada que la diversa autoridad demandada Policía Vial ********** remitió con su contestación de demanda, misma que obra agregada a foja 46.  
3.- Respecto del acto impugnado consistente en “el cobro de lo indebido de la pensión denominada ********** por la cantidad de $1079.00 (un mil setenta y nueve pesos 00/100 M.N.)”; la parte actora para acreditar su existencia únicamente exhibió copia fotostática simple de la orden de salida con folio **********, misma que se digitaliza a continuación:
DIGITALIZACION DE DOCUMENTO
En este orden, de dicha copia fotostática simple se derivan dos premisas:

En primer lugar puede observarse que la copia fotostática corresponde a un documento privado, una orden de salida de **********, respecto de un vehículo con las características que ahí se señalan; sin que se aprecie nombre alguno de destinatario ni alguna relación con el folio de la boleta impugnada; por lo que a Juicio de esta Sala, el documento que se contiene en la copia fotostática no contiene ningún elemento con el cual determinar que efectivamente el actor realizo dicho pago, pues además, se trata de una orden de salida y no constituye un recibo de pago.

En segundo término, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, las copias fotostáticas carecen de valor probatorio, si están no se encuentran vinculadas a otros medios probatorios, pues por sí solas y dada su naturaleza no son susceptibles de producir convicción plena sobre la veracidad de su contenido; ya que si bien el articulo 373 Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria conforme al párrafo segundo del artículo 217 del Código de la materia, contempla como medio probatorio las copias fotostáticas, también lo es que su valoración corresponde a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, siempre y cuando se encuentren adminiculadas con otros medios probatorios. 

Se transcriben los preceptos legales citados en el párrafo anterior:

Código Procesal Administrativo para el Estado
“ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas: 

I. … 

II. El valor de la pericial y testimonial, así como el de las demás pruebas, quedará a la prudente y razonada apreciación de la autoridad que conozca del asunto, según corresponda.
ARTÍCULO 217. …

 A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

…”
Código de Procedimientos Civiles del Estado

“ART. 373.- Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el negocio que se ventile, pueden las partes presentar fotografías, copias fotostáticas y, en general, todos aquellos elementos aportados por la ciencia.

 Quedan comprendidas dentro del término fotografías, las cintas cinematográficas, videograbaciones, y cualesquiera otras producciones fotográficas.”
Sirve de apoyo la siguiente tesis de Jurisprudencia:

Época: Novena Época, Registro: 172557, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Civil, Tesis: I.3o.C. J/37, Página: 1759:
“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. VALOR PROBATORIO DE LAS, CUANDO SE ENCUENTRAN ADMINICULADAS CON OTRAS PRUEBAS. Las copias fotostáticas simples de documentos carecen de valor probatorio aun cuando no se hubiera objetado su autenticidad, sin embargo, cuando son adminiculadas con otras pruebas quedan al prudente arbitrio del juzgador como indicio, en consecuencia, resulta falso que carezcan de valor probatorio dichas copias fotostáticas por el solo hecho de carecer de certificación, sino que al ser consideradas como un indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretenden probar, con los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de establecer, como resultado de una valuación integral y relacionada con todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En vista de lo anterior, es de determinarse que la copia fotostática simple exhibida por el actor carece de valor probatorio al no estar adminiculada con otro medio probatorio; además como se dijo anteriormente el documento que contiene tal copia no tiene la naturaleza de un recibo de pago, ni aporta ningún dato relevante con el cual poder tener certeza del pago que presume el actor efectuó, y del cual demanda su nulidad.

En consecuencia, al no obrar constancia en autos de la existencia del acto impugnado consistente en “el cobro de lo indebido de la pensión denominada ********** por la cantidad de $1079.00 (un mil setenta y nueve pesos 00/100 M.N.)”, se actualiza de manera manifiesta e indudable la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que se refiere al sobreseimiento del Juicio cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado.
Con fundamento, en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí declara el sobreseimiento parcial del presente Juicio Contencioso Administrativo respecto el acto impugnado consistente en “el cobro de lo indebido de la pensión denominada ********** por la cantidad de $1079.00 (un mil setenta y nueve pesos 00/100 M.N.)” de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y por los motivos que ya quedaron precisados en los párrafos precedentes.

TERCERO.- La personalidad de la Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, pues en el recibo de cobro y la boleta impugnada aparece como destinatario.

Por otra parte las autoridades demandadas comparecientes acreditaron su personalidad con copia certificada de nombramientos expedidos a su favor, en términos del artículo 220 del Código Procesal Administrativo, los cuales obran agregados a fojas 37,46 y 65 de autos y merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 74 del citado código.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

En este sentido, se advierte que el Comisario Teniente Coronel Retirado **********, quien compareció en su carácter de Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, al momento de producir su contestación de demanda hace valer la causal de improcedencia prevista por la fracción II del numeral 228 en relación con el 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, bajo el argumento que de los hechos narrados por el actor no se advierte que dicha autoridad ejercitó acto de molestia en su contra; a juicio de esta Sala Unitaria se determina que tal argumento resulta infundado, habida cuenta que en términos del artículo 15 fracción VI de la Ley de Tránsito del Estado, corresponde a los titulares de tránsito en los municipios elaborar las boletas de infracción por conducto de sus agentes, de manera tal, que si el Comisario de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez tiene la titularidad de tal dirección, misma que tiene conferida dentro de sus atribuciones los asuntos de tránsito y vialidad en el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez según lo dispone el artículo 3 fracción V y articulo 7 del Reglamento Interno de Seguridad Pública del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez; la boleta de infracción impugnada es atribuible a dicha autoridad, pues la misma actúa a través de sus agentes de tránsito.

Por otra parte, la diversa autoridad demandada C.P. **********, en su carácter de Tesorero Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, al momento de producir su contestación de demanda hace valer las causales de improcedencia previstas por los numerales 228 fracción II en relación la fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que tal autoridad no ejecutó ninguna acción de cobro al actor, sino que el pago realizado fue espontaneo y consentido, sin haber mediado acción alguna de parte del Fisco Municipal; a juicio de esta Sala Unitaria tal argumento resulta infundado, por el siguiente razonamiento; 
El artículo 230 del Código Procesal Administrativo determina que son partes en el juicio contencioso administrativo; “El demandado, teniendo este carácter: a) Tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal”.

Así mismo la competencia orgánica de las autoridades no está sujeta a una temporalidad o condición, basta que un ordenamiento legal le confiera atribuciones para actuar, y en este caso el artículo 81 de la Ley Orgánica del Municipio Libre determina las facultades y obligaciones del Tesorero Municipal; en las fracciones III y VI, le otorga la facultad económico – coactiva  para realizar el cobro de los aprovechamientos que correspondan al Municipio, por lo que dicho ordenamiento le confiere el carácter de autoridad ejecutora, pues es la autoridad facultada para ejercer el cobro de aprovechamientos del Municipio, y en el presente caso, independientemente si requirió previamente el pago, es quien legalmente tiene la atribución de efectuar el cobro que en este juicio se impugna; mismo que por haberse realizado no implica su consentimiento, además de estar condicionado a la devolución del vehículo retenido, por  lo que no es posible equipararlo al consentimiento o conformidad del acto, pues desde el momento en que el actor comparece en esta instancia en tiempo y forma a demandar la nulidad del acto, surge expresamente la inconformidad del acto; sirve de apoyo por analogía los  siguientes criterios Jurisprudenciales;

Época: Décima Época, Registro: 2000603, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2, Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2o.A.6 A (10a.), Página: 1794 

“MULTA IMPUESTA POR VIOLACIÓN AL REGLAMENTO DE TRÁNSITO Y VIALIDAD DEL MUNICIPIO DE MONTERREY, NUEVO LEÓN. EL HECHO DE QUE EL PARTICULAR CONVENGA CON LA AUTORIDAD FISCAL SU PAGO DIFERIDO, NO HACE IMPROCEDENTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR CONSENTIMIENTO EXPRESO DE AQUÉLLA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2009). Conforme al artículo 56, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Nuevo León, el juicio contencioso administrativo es improcedente, entre otras hipótesis, cuando el promovente haya consentido expresamente -a través de manifestaciones de voluntad- el acto reclamado, o de forma tácita, cuando no se promueva el juicio en los plazos señalados por la propia ley. Así, esta regulación responde a un principio de seguridad jurídica orientado a evitar que el promovente haga uso del juicio contencioso para desconocer los efectos de la conducta activa que exteriorizó libre y espontáneamente con arreglo al acto o ley de que se trate, u omisiva, al no ejercitar oportunamente la acción correspondiente. Por su parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció en la tesis aislada publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 139-144, Primera Parte, página 13, de rubro: "ACTO CONSENTIDO. CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA POR TAL.", "que para que se consienta un acto de autoridad, expresa o tácitamente, se requiere que ese acto exista, que agravie al quejoso y que éste haya tenido conocimiento de él sin haber deducido dentro del término legal la acción constitucional, o que se haya conformado con el mismo, o lo haya admitido por manifestaciones de voluntad.". En otro contexto, el artículo primero, fracción V, punto 1, de la Ley de Ingresos de los Municipios del Estado de Nuevo León para el año 2009, regula que la hacienda de éstos se integrará, entre otros conceptos, con los aprovechamientos derivados de las multas, mientras que el artículo 67, fracción I, de la Ley de Hacienda para los Municipios de la entidad prevé que los Municipios tendrán los aprovechamientos derivados de multas por la violación a esa ley, a los reglamentos vigentes y a las disposiciones, acuerdos y circulares del Ayuntamiento o de la Presidencia Municipal, y el precepto 72 del mismo ordenamiento establece que los impuestos, derechos, contribuciones especiales, productos y aprovechamientos, deberán ser pagados quince días después del nacimiento de la obligación fiscal, salvo los casos en que esa ley fije plazos distintos o que la autoridad municipal convenga con el contribuyente el plazo en que se pagarán. Ahora bien, los artículos 138, primer párrafo y 145 del Reglamento de Tránsito y Vialidad del Municipio de Monterrey, Nuevo León, vigente en 2009, disponían, respectivamente, que toda multa debería ser pagada antes de treinta días contados a partir de la fecha de la infracción, y que sería considerada crédito fiscal, por lo que podía ser exigida mediante el procedimiento administrativo de ejecución establecido en el Código Fiscal del Estado. De lo anterior se advierte, en esencia, que las multas impuestas por violaciones al citado reglamento son aprovechamientos, que a su vez, son considerados créditos fiscales, respecto de los que existen términos específicos para su pago, y se establece la posibilidad de que el indicado Municipio pacte con el propio contribuyente este último punto. En estos términos, válidamente puede estimarse que la decisión del contribuyente de celebrar un convenio con la autoridad fiscal para pagar diferidamente el crédito derivado de la multa, constituye únicamente una manera distinta a la regla general prevista por la ley para cumplir su obligación, acorde con sus circunstancias fácticas o económicas, lo que desde luego no implica una inexorable sumisión que torne improcedente el juicio contencioso administrativo por consentimiento expreso de tal sanción económica, porque esa observancia puntual de la ley -en el entendido de que ésta regula la posibilidad de convenir la forma y tiempo de pago- no puede sancionarse con la supresión del acceso a esa instancia, ya que la sumisión en el pago de contribuciones, sea porque pese sobre el contribuyente la amenaza de cobro coactivo o porque deba descargar dicha obligación pecuniaria paulatinamente y no en una sola exhibición -lo que evidentemente representa un impago mayor a su economía-, constituyen dos formas de conminar al sujeto pasivo del tributo para cumplir con sus obligaciones, de manera que éste actúa para evitar sanciones o para obtener adicionalmente facilidades en sus pagos, pero no por voluntad propia. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.”
Época: Séptima Época, Registro: 232527, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 139-144, Primera Parte, Materia(s): Común Página: 13 

“ACTO CONSENTIDO. CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA POR TAL. La H. Segunda Sala de este Alto Tribunal ha sustentado el criterio que este Pleno hace suyo, en el sentido de que para que se consienta un acto de autoridad, expresa o tácitamente, se requiere que ese acto exista, que agravie al quejoso y que éste haya tenido conocimiento de él sin haber deducido dentro del término legal la acción constitucional, o que se haya conformado con el mismo, o lo haya admitido por manifestaciones de voluntad.”
Respecto a la diversa autoridad demandad la C. **********quien compareció en su carácter de Agente de Tránsito y policía Vial adscrito a la Dirección de Tránsito y policía vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, hace valer las causales de improcedencia previstas por los numerales 228 fracción II en relación la fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, argumentando que el presente juicio es improcedente, ello en virtud de que el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado; sin embargo a juicio de esta Sala los argumentos en que la autoridad sustenta la causal de improcedencia que hace valer corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 05 a la 12 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por Segunda Sala; Novena Época, Registro: 164618, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Como quedó reseñado en el considerando segundo de la presente resolución los actos impugnados son la boleta de infracción con folio ********** y el recibo de cobro con número de folio **********, serie **********, de fecha 14 de enero de 2019 por la cantidad de **********emitido por Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda realiza diversos planteamientos, los cuales se sintetizan de la siguiente manera:
1.- Que el once de enero de dos mil diecinueve al circular en su vehículo sobre anillo periférico y Av. José Ricardo Gallardo Cardona, se encontraba un “reten”, en el cual fue asegurado su vehículo y el actor puesto a disposición en la comandancia de Seguridad Publica de Soledad de Graciano Sánchez, esto sin que se le informara el motivo de la detención; ya en la Comandancia refiere se le practicó una prueba al parecer de alcoholemia desconociendo los resultados; posteriormente se le indico se podía retirar.

El día catorce de enero de dos mil diecinueve se presente en dicha Comandancia con la finalidad de recuperar su vehículo, en donde se le informo debía pagar una multa por la cantidad de **********misma que pago; razón  por la que refiere las autoridades actuaron con dolo y mala fe en su perjuicio, al no existir ningún motivo o justificación para tal cobro.
2.- El actor refiere que las autoridades demandadas nunca se identificaron, limitándose a emitir el recibo de cobro impugnado, faltando a su obligación de fundar y motivar debidamente los actos impugnados así como su actuación y adecuar el procedimiento y las formalidades establecidas en la Ley, ya que omitieron cumplir con los lineamientos que establece la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí articulo 91.
Lo anterior, tiene sustento en la causa de pedir, que refiere que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo; resulta aplicable por analogía las siguientes Tesis de Jurisprudencia:
Novena Época Registro: 166683 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXX, Agosto de 2009 Materia(s): Administrativa Tesis: I.7o.A. J/46 Página: 1342 

“DEMANDA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU EXAMEN NO SÓLO DEBE ATENDER A SU APARTADO DE CONCEPTOS DE ANULACIÓN, SINO A CUALQUIER PARTE DE ELLA DONDE SE ADVIERTA LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS ESENCIALES DE LA CAUSA DE PEDIR. Conforme al artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005 (correlativo del precepto 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo), las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben resolver la pretensión efectivamente planteada en la demanda, pudiendo invocar hechos notorios e, incluso, examinar, entre otras cosas, los agravios, causales de ilegalidad y demás razonamientos de las partes. Consecuentemente, la citada demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte de ella donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada, pues el hecho de que las sentencias del referido tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
Novena Época Registro: 178475 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXI, Mayo de 2005 Materia(s): Civil Tesis: XVII.2o.C.T. J/6 Página: 1265 

“DEMANDA EN EL JUICIO NATURAL. EL ESTUDIO INTEGRAL DEBE COMPRENDER LOS DOCUMENTOS ANEXOS. En virtud de que la demanda constituye un todo, su interpretación debe ser integral, de manera que si de su contenido se advierte que se expusieron los motivos esenciales de la causa de pedir, y en relación con ellos se hace cita de los documentos fundatorios de la acción así como de los relacionados con el litigio, exhibiéndolos, debe considerarse que forman parte de la demanda y su contenido, integrado a ella; pues estimar lo contrario implicaría que en la demanda respectiva se tuvieran que reproducir íntegramente todas aquellas cuestiones contenidas en esos medios de convicción, lo cual resultaría tan complejo como innecesario, pues para el juzgador el estudio de la demanda no se limita al escrito inicial, sino que comprende además el análisis de los documentos que la acompañan, porque son parte integrante de ella. De no ser así, se podría incurrir en rigorismos tales como el tener que reproducir en el escrito inicial de demanda, tanto los documentos base de la acción como los que se relacionen con el litigio. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.”
A juicio de esta Sala Unitaria, los planteamientos del actor resultan ser parcialmente fundados pero suficientes para decretar su nulidad, de acuerdo a las siguientes consideraciones:
El actor se duele principalmente del indebido procedimiento al emitir la boleta de infracción impugnada y su consecuente pago, pues refiere en ningún momento se le informo el motivo, ni se le entrego la supuesta boleta de infracción, únicamente se le requirió el pago.

En este orden, el artículo 91 fracción X de la Ley de Tránsito del Estado, establece como uno de los requisitos de validez para las boletas de multa la firma del infractor, y en su último párrafo prevé como excepción que en caso de negarse a firmar o recibirla se deberá asentar en ella tal circunstancia y se considerara notificada; por su parte el artículo 92 dice que es obligación de la autoridad emisora entregarle el original de la boleta al infractor; se trascriben los dispositivos en cita:

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales.

Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:

…

X. Nombre y firma de quien levanta la infracción, así como la firma del infractor, y

…

Si el infractor se niega a firmar o a recibir la boleta de infracción levantada, o se encuentra ausente, se asentará esta circunstancia y se considerará como notificada, sin que esto invalide la boleta de infracción y sanción.”

“ARTICULO 92. De las boletas de infracción y sanción se harán tres tantos, para que el original sea entregado al infractor o colocado en el vehículo infraccionado, que servirá para hacer el pago de la infracción; otro que quedará a cargo de la autoridad que levantó la boleta de infracción y sanción, para que se registre y se lleve la estadística correspondiente; y el tercero será canalizado a la Secretaría de Finanzas o tesorería municipal, para que se inicien los procedimientos de recepción de pago o ejecución.”
Por su parte la diversa autoridad demandada **********, Policía Vial que emitió la boleta de infracción impugnada **********, al momento de producir su contestación de demanda, sostiene la legalidad de su acto, y refiere que la misma fue realizada cumpliendo cabalmente con los requisitos de fundamentación y motivación; y para acreditar esto exhibe copia certificada de la boleta de infracción **********, en la cual manifiesta fue plasmada la firma del actor; documento que a continuación se digitaliza:

DIGITALIZACION DE DOCUMENTO

Como se puede advertir, la copia certificada que remite la autoridad demandada se encuentra ilegible; y si bien sirve para acreditar la existencia del acto con las afirmaciones de la autoridad; a juicio de esta Sala no es posible otorgarle valor probatorio, pues es imposible examinar su contenido; sirve de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial:

Octava Época Registro: 206999 Instancia: Tercera Sala Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de la Federación Tomo VII, Mayo de 1991 Materia(s): Común Tesis: 3a./J. 27/91 Página: 49 

“DOCUMENTOS ILEGIBLES. CARECEN DE VALOR PROBATORIO. Con fundamento en los artículos 197 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la materia de amparo, debe negarse valor probatorio a los documentos ilegibles, en virtud de que el juzgador está imposibilitado para examinar su contenido.”
En este sentido, se tiene que el actor manifestó no conocer la boleta de infracción impugnada, por lo que las autoridades demandadas tenían la obligación expresa al contestar la demanda de exhibir las constancias del acto administrativo y de su notificación; circunstancia que no aconteció, pues la diversa autoridad exhibió un documento ilegible sin valor probatorio, siendo evidente que el acto impugnado carece de los requisitos legales de motivación y fundamentación. 
Así mismo la boleta de infracción impugnada **********, no reúne los requisitos a que se refiere el artículo 91 la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en específico la fracción X relativa a la firma del infractor o en su defecto la circunstancia de porque no se asentó, este en relación con el artículo  92 del mismo ordenamiento, los cuales ya fueron citados anteriormente.  
Por último, atendiendo a los razonamientos expuestos anteriormente; resulta fundado lo alegado por el impetrante lo cual ha quedado señalado al principio de este considerando; toda vez que la boleta de infracción impugnada con folio ********** resulta ser ilegal, al no reunir los requisitos de validez, por lo que no se cumple con la función de proporcionar certidumbre jurídica al gobernado con el acto de molestia, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
Así las cosas, esta sala concluye que resulta procedente, decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. En consecuencia de la nulidad decretada, este Tribunal, procede a dejar la boleta de infracción reclamada, sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD del acto impugnado, y en términos de lo establecido en el artículo 252 de dicho Ordenamiento, esta sala Unitaria deja la boleta de infracción ********** sin efecto legal alguno, y a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se ordena a la autoridad demandada la cancelación de la citada boleta, así como la devolución de la cantidad de ********** por pago de infracción, según consta en el recibo de cobro con folio recibo de cobro con número de folio **********, serie **********, expedido por la Tesorería del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, de fecha catorce de enero de dos mil diecinueve, documental que obra a foja 14 del expediente en el que se actúa.

Al respecto, es importante mencionar que el actor también señalo como acto impugnado el recibo de cobro con número de folio **********, serie **********, descrito en párrafos anteriores; sin embargo ya fue ordenada la devolución de tal pago al ser materia de la restitución de derechos por la nulidad declarada de la boleta de infracción con folio **********, por lo que no es necesario hacer más pronunciamiento, pues la pretensión del actor quedo satisfecha. 
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice.
“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2 párrafo segundo, 248, 249, 250 fracción II t VI, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:
PRIMERO. El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento del presente Juicio Contencioso Administrativo por lo que se refiere al acto impugnado “cobro de lo indebido de la pensión denominada ********** con número de orden de salida ********** de fecha 14 de enero de 2019, por la cantidad de **********; de acuerdo con las consideraciones, y fundamentos determinados en el Considerando Segundo de la presente Sentencia.
TERCERO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se decreta  la  ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD LISA Y LLANA del la boleta de infracción con folio **********, dejándose sin efecto legal alguno por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano. Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
